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                    Corte Suprema de Justicia

                           Dirección Jurídica


                                                                               San José, 21 de junio 2016


Oficio DJ-AJ-1448-2016
MBA

José Luis Bermúdez  Obando

Dirección Gestión Humana

S.  D.
Estimado señor:  
En atención al correo electrónico del 28 de enero de 2016, remitido por la señora Ana Gabriela Vargas Fernández, servidora de la Dirección de Gestión Humana; en el que se traslada a esta Dirección Jurídica, a solicitud de su persona, la consulta de la servidora Carolina Miranda Marín, Investigadora 1, de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Grecia, sobre la posibilidad de renunciar al pago del rubro por disponibilidad, con el fin de no prestar sus servicios cuando así se requiera; se remite el siguiente informe.
I. De la gestión:
Por correo electrónico remitido el día 18 de enero de 2016, a la Dirección de Gestión Humana, la servidora Carolina Miranda Marín, Investigadora 1 de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Grecia, literalmente expone:

“Muy respetuosamente me dirijo a ustedes con el fin de realizar una consulta respecto a la disponibilidad que se me paga como investigadora 1, y espero que mi consulta esté bien dirigida a quienes remito el presente correo.

Lo anterior  debido a que es mi deseo solicitar la renuncia a dicho monto que se me paga de más de mi salario base con el fin de que yo preste mis servicios cuando así se requiera. Lo anterior bajo el conocimiento y visto bueno de mi jefatura, solicito muy respetuosamente que se me indique detalladamente cuales son los pasos a seguir y requisitos para poder efectuar dicho trámite ya que actualmente se me dificulta en gran manera tener ese horario pero a la vez no puedo prescindir de mi trabajo ya que es el sustento de mis dos hijos y el mío.

Actualmente laboro en la Oficina Regional del OIJ en Grecia y mi jefatura Licenciado Yorkssan Carvajal Aguilar me indicó que dicha consulta debía ser hecha por mi persona, ya que es de mi interés.

Muy agradecida de antemano por su atención y asesoría.”
II. Normativa aplicable:
Constitución Política de la República de Costa Rica:
“ARTÍCULO 11.- Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad. Están obligados a cumplir los deberes que la ley les impone y no pueden arrogarse facultades no concedidas en ella. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal por sus actos es pública. La Administración Pública en sentido amplio, estará sometida a un procedimiento de evaluación de resultados y rendición de cuentas, con la consecuente responsabilidad personal para los funcionarios en el cumplimiento de sus deberes. La ley señalará los medios para que este control de resultados y rendición de cuentas opere como un sistema que cubra todas las instituciones públicas”. 

(Así reformado por el artículo único de la ley N° 8003 del 8 de junio del 2000). 

Ley General de la Administración Pública (Ley Nº 6227 del 2 de mayo de 1978):
“ARTÍCULO 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios”.
ARTÍCULO 11.-  1.-  La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según la escala jerárquica de sus fuentes.
2.- Se considera autorizado el acto regulado expresamente regulado por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.”
Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley Nº 7333 del 5 de mayo de 1993):
“ARTICULO 2.- El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución Política y la ley. Las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos.  

No obstante, la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, para garantizar que la administración de justicia sea pronta y cumplida”.

(Así reformado por el artículo 1º de la Ley de Reorganización Judicial No.7728 de 15 de diciembre de 1997)
“ARTICULO 36.- Los funcionarios judiciales que puedan tener a su orden personas detenidas, deben residir a una distancia no mayor de treinta kilómetros del asiento del tribunal, siempre que entre éste y el lugar de su residencia existan buenos medios de comunicación, de modo que no se afecte el deber de asistencia”.
Estatuto de Servicio Judicial (Ley Nº 5155 del 10 de enero de 1973):
“Artículo 14.- El Departamento de Personal elaborará y mantendrá al día un Manual de Clasificación de Puestos, que contendrá una descripción completa y sucinta, hecha a base de investigación por el mismo Departamento, de las atribuciones, deberes y requisitos mínimos de cada clase de puestos a que se refiere esta ley, con el fin de que sirva como norma para la preparación de pruebas y determinación de salarios”.

“Artículo 18.- Para ingresar al Servicio Judicial se requiere:

[…]
c) Llenar los requisitos que establezca el Manual de Clasificación, para la clase de puesto de que se trate”.

“Artículo 49.- Además de los deberes específicos que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial, los servidores judiciales tendrán los siguientes:

[…]

d) Asistir a la Oficina no sólo durante las horas fijadas por la Corte Plena sino también por todo el tiempo que para ello sean requeridos por sus superiores, cuando así lo exija el buen servicio, sin perjuicio del pago de las horas extra correspondientes”.
Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial (Aprobado en sesión de Corte Plena Nº 09-02 celebrada el 25 de febrero del 2002, artículo XXXI, Comunicado mediante circular 029-2002 el 18 de abril de 2002 (Modificada mediante circular Nº 143-2002 en sus artículos 3,4,10,11) y publicada en el Boletín Judicial Nº 74 del 18 de abril de 2002).
De la definición y objetivos de la disponibilidad.
“Artículo 1.- Definición. Se entenderá por disponibilidad laboral, la actitud expectante y permanente del servidor judicial que, por ser inherente al cargo que ocupa en razón del interés superior del servicio público, debe eventualmente realizar funciones fuera de la jornada ordinaria de trabajo o en días inhábiles, si así lo requiere la institución para el cabal cumplimiento de sus fines. En todos los casos en que así se establezca, el funcionario o servidor deberá mantenerse localizable dentro de su jurisdicción y nunca fuera de la distancia indicada en el artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el supuesto que esa norma contempla”.

“Artículo 2.- Objetivo. El objetivo primordial de la disponibilidad es contar en cualquier momento con el personal profesional y técnicamente calificado para tomar decisiones jurisdiccionales de carácter urgente e impedir que los derechos de los ciudadanos se vean afectados o la Administración de Justicia menoscabada en su función”.

“Artículo 3.- Compensación económica. A cambio de esa disponibilidad, al funcionario o servidor se le reconocerá una compensación económica, la cual será tramitada por el Departamento de Personal. Esa compensación será fijada por la Corte con base en los lineamientos que indiquen las leyes laborales, en un porcentaje sobre el salario base. 

Para el caso de los investigadores del Organismo de Investigación Judicial, que perciben un rubro por este concepto, se estará a lo contemplado en el porcentaje por disponibilidad que se les reconoce”.

“Artículo 5.- De las atribuciones de la Corte y el Consejo Superior. Corresponderá a la Corte definir las políticas generales sobre la disponibilidad en el Poder Judicial y al Consejo Superior ejecutarlas conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial, así como adoptar los acuerdos necesarios sobre su funcionamiento”.

“Artículo 6.- Requisitos. La Disponibilidad será retribuida a los funcionarios o servidores judiciales que se encuentren sujetos a ese régimen, por haberse dispuesto así en razón de la naturaleza de las funciones que realizan, de conformidad con el artículo 2 de este Reglamento”. 

“Artículo 7.- Determinación de los puestos para la Disponibilidad. Corresponde a la Corte Suprema de Justicia, con la concurrencia de las Comisiones permanentes establecidas para las diferentes materias, determinar los puestos en los cuales quienes los ocupen están sometidos al régimen de disponibilidad. El Consejo Superior fijará los roles correspondientes, que se deben de asumir en cada materia, cuando así proceda, armonizando la continuidad del servicio y la dignidad de los servidores en lo que se refiere a su libertad personal, de modo que ésta no resulte afectada en forma irracional o innecesaria”. 

“Artículo 10.-  Suspensión de la disponibilidad. Se le suspenderá al servidor el pago de la disponibilidad cuando se acoja a permisos con goce de salario, así como en aquellos casos en que se encuentre capacitándose, en vacaciones, incapacitado, o en cualquier otra situación que le impida desempeñarse en el puesto , siempre y cuando este período sea mayor a treinta días naturales. Una vez que se reintegre a su puesto, asumirá la disponibilidad nuevamente. En el caso de permiso sin goce de sueldo o suspensión con o sin goce de salario, se limitará el reconocimiento a partir del momento en que ésta se acuerde.” 

III. Criterio Legal:
La presente consulta gira en torno a determinar si existe la posibilidad de que una persona servidora judicial cubierta por el régimen de la disponibilidad,  -en el caso concreto una investigadora del Organismo de Investigación Judicial- pueda  renunciar tanto al pago de este rubro, como a prestar este  servicio.
III. A. Sobre el régimen de disponibilidad en el Poder Judicial.

Institucionalmente el tema de la disponibilidad se regula en el Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, aprobado por Corte Plena en la sesión Nº 09-02, celebrada el 25 de febrero de 2002, artículo XXXI, comunicado mediante circular Nº 29-2002 (publicada en el Boletín Judicial Nº 74 del 18 de abril de 2002).   Además,  la Corte Suprema de Justicia es el órgano que define las políticas generales sobre la disponibilidad (artículo 59 incisos 7, 20 y 21 de la Ley Orgánica del Poder Judicial).  

Por su parte, al  Consejo Superior le corresponde ejecutar las políticas generales sobre disponibilidad, conforme a la Ley Orgánica del Poder Judicial, según lo indica el artículo 5 del Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial.

Del citado reglamento se desprende que la naturaleza del instituto de la disponibilidad es contar en cualquier momento con el personal profesional y técnicamente calificado, para tomar decisiones jurisdiccionales de carácter urgente e impedir que los derechos de los ciudadanos se vean afectados o la Administración de Justicia menoscabada en su función, esto a tenor del artículo 2 ibidem.

El artículo 1 del citado reglamento define la disponibilidad laboral, como   la actitud expectante y permanente de la servidora o  servidor judicial que, por ser inherente al cargo que ocupa en razón del interés superior del servicio público, debe eventualmente realizar funciones fuera de la jornada ordinaria de trabajo o en días inhábiles, si así lo requiere la institución para el cabal cumplimiento de sus fines. De manera que, en todos los casos en que así se establezca, la persona funcionaria o servidora, deberá mantenerse localizable dentro de su jurisdicción y nunca fuera de la distancia indicada en el artículo 36 de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el supuesto que esa norma contempla. 

Nótese como el mismo cuerpo reglamentario hace una estrecha vinculación entre el puesto desempeñado, creado para dar un servicio público que cumpla los requerimientos del artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública,
  con el instituto de la disponibilidad, dejando claro características como la permanencia y la inherencia según sea el cargo que por disposiciones y naturaleza requieran de este régimen. 
Todo lo anterior, de conformidad a los criterios de la Corte Suprema de Justicia, con la concurrencia de las Comisiones permanentes establecidas para las diferentes materias, y con la labor del Consejo Superior que fijará los roles correspondientes, que se deban asumir en cada materia cuando así proceda; lo cual deberá armonizar con la continuidad del servicio y la dignidad de las personas  servidoras en lo que se refiere a su libertad personal.  De modo que, ésta no resulte afectada en forma irracional o innecesaria, según se interpreta del artículo 7 del citado reglamento.
En otro orden de ideas, se puede observar, que el Poder Judicial bajo normativa del Estatuto de Servicio Judicial del 10 de enero de 1973, hace una clasificación de puestos, ordenando al Departamento de Personal elaborar y mantener al día un “Manual de Clasificación de Puestos”  que contendrá una descripción completa y sucinta, hecha a base de investigación por el mismo Departamento, de las atribuciones, deberes y requisitos mínimos de cada clase de puestos a que se refiere esta ley, con el fin de que sirva como norma para la preparación de pruebas y determinación de salarios, según lo establece el artículo 14 de dicho estatuto.

En el sitio web de la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, se encuentra el Manual Descriptivo de Puestos, al que hace referencia dicho Estatuto.  Se observa  que para la categoría de Investigador 1, la Sección de Análisis de Puestos determinó en el apartado IV: Sobre las Responsabilidades y Otras Condiciones,   lo siguiente:
“IV. RESPONSABILIDES Y OTRAS CONDICIONES
“Trabaja  siguiendo  instrucciones  generales  y  los  métodos  y  procedimientos  establecidos  en  el Código Procesal Penal, Ley del Ministerio Público, Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial  y  las  directrices  giradas  por  sus  superiores.  Debe  guardar  discreción  acerca  de  los asuntos  encomendados  y  sobre  las  políticas  y  controles  establecidos  por  las  autoridades superiores;  respetar  los  derechos  y  garantías  de  los  involucrados  e  identificarse  como Investigador  cuando  así  corresponda;  estar  disponible  en  situaciones  de  emergencia; mantenerse  en  buena  condición  física  para  cumplir  con  las  exigencias    físicas  que  su  trabajo demanda;  velar por el  mantenimiento, conservación y limpieza el equipo de trabajo asignado.   Le corresponde  portar  armas,    laborar  turnos  rotativos  y  trasladarse  a  diversos  lugares  del  país.  

Puede estar expuesto a situaciones de peligro; prestar los servicios cuando sean requeridos y desplazarse  a  diversos  lugares.    La  labor  es  supervisada  y  evaluada  por  su  jefe  inmediato mediante  la  apreciación  de  la  calidad  de  los  resultados  obtenidos  y  de  los  informes   que presenta.” (El subrayado no es del original).
Según se logra desprender de lo anterior, el Poder Judicial en el Manual antes citado, describe una serie de características propias de lo que requiere el puesto de Investigador 1, como: estar  disponible  en  situaciones  de  emergencia, laborar  turnos  rotativos, prestar los servicios cuando sean requeridos, etc.  Es así como, la Administración es clara y expresa al informar en forma previa, para que todas las personas interesadas en ofertar sus servicios para ese puesto, sepan qué labores y condiciones de trabajo son las que se requieren; de manera tal que puedan valorar y decidir si quieren ofrecer sus servicios; cuyo ofrecimiento significa que sí está de acuerdo en realizarlas.

También debe considerarse que el artículo 49 del Estatuto de Servicio Judicial, menciona otros deberes que los Servidores Judiciales deben observar, con la finalidad de brindar un buen servicio.

Artículo 49.- Además de los deberes específicos que establece la Ley Orgánica del Poder Judicial, los servidores judiciales tendrán los siguientes:

[…]
d) Asistir a la Oficina no sólo durante las horas fijadas por la Corte Plena sino también por todo el tiempo que para ello sean requeridos por sus superiores, cuando así lo exija el buen servicio, sin perjuicio del pago de las horas extra correspondientes.

Una vez más, se confirma la obligación del Poder Judicial de brindar un servicio eficiente y continuo; para lo cual, las personas servidoras judiciales deben entender que el patrono puede requerir su presencia cuando las circunstancias lo ameriten.
III. B. Sobre la suspensión de la disponibilidad.

Analizada la normativa que regula el régimen de la disponibilidad, se observa que no existe ninguna disposición (legal o reglamentaria), ni jurisprudencia o pronunciamientos de las respectivas Salas de la Corte Suprema de Justicia, donde se permita una pretensión como la planteada por la persona aquí gestionante, en el sentido de renunciar a la disponibilidad. 
Es importante aclarar y diferenciar que el Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, lo que sí contempla es la figura de la  suspensión de la disponibilidad, dejando plasmados los supuestos en los que operaría, siendo casos muy calificados como los que señala el artículo 10:
“Artículo 10.-  Suspensión de la disponibilidad. Se le suspenderá al servidor el pago de la disponibilidad cuando se acoja a permisos con goce de salario, así como en aquellos casos en que se encuentre capacitándose, en vacaciones, incapacitado, o en cualquier otra situación que le impida desempeñarse en el puesto , siempre y cuando este período sea mayor a treinta días naturales. Una vez que se reintegre a su puesto, asumirá la disponibilidad nuevamente. En el caso de permiso sin goce de sueldo o suspensión con o sin goce de salario, se limitará el reconocimiento a partir del momento en que ésta se acuerde.” (El subrayado y las negritas no son del original).
Es claro, que del artículo anterior se logra desprender que mientras la persona servidora se coloque en alguno de los supuestos ahí indicados, se le suspenderá tanto el pago por este rubro como prestar los servicios inherentes al cargo por disponibilidad y “una vez que se reintegre a su puesto, asumirá la disponibilidad nuevamente”, obsérvese que la suspensión es temporal, y se activa automáticamente, cuando la persona funcionaria o servidora se reincorpore a las labores normales y cotidianas propias del puesto que desempeñe.
III. C. Sobre el caso en concreto.

En el caso sujeto a análisis, la servidora Miranda Marín, Investigadora 1, somete a estudio dos consultas.  La primera sobre la posibilidad de renunciar al rubro que se le paga por disponibilidad; y la segunda sobre la posibilidad de que se le excluya del régimen de disponibilidad del Poder Judicial.

Con respecto a la primera, debe señalarse que conforme a lo dispuesto en el Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial y a las resoluciones supra mencionadas de la Sala Constitucional sobre este tema, el régimen de disponibilidad es inherente al cargo que se desempeñe, en razón del interés superior del servicio público, o sea, no son excluyentes.  Dicho de otra manera, no  puede pensarse  que el Poder Judicial pague por este rubro, sin que la persona servidora esté dispuesta a prestar sus servicios en horas o días inhábiles, o cuando la persona funcionaria o servidora se haya colocado en algunos de los supuestos de suspensión establecidos en el artículo 10 de dicho reglamento.  Menos aún, podría pensarse que la servidora o servidor Judicial preste sus servicios de disponibilidad, sin que se le remunere tal y como lo establecen los artículos 3 y 6 ibidem. 
En cuanto a la segunda consulta, es preciso indicar que en el Sector Público, impera el respeto al Principio de Legalidad, de conformidad con el cual, todos los actos y comportamientos de la Administración deben estar previstos y regulados por norma escrita, con pleno sometimiento a la Constitución, a la ley y a todas las otras normas del ordenamiento jurídico sectorial público.  En su esencia, conlleva una forma especial de vinculación de las autoridades e instituciones públicas al ordenamiento jurídico y, en consecuencia, a la Administración sólo le está permitido lo que esté constitucional y legalmente autorizado, en forma expresa, y todo lo que así no lo esté, le está vedado, lo anterior de conformidad con los artículos 11 de la Constitución Política y 11 de la Ley General de la Administración Pública. 
Es de suponer, que la servidora Carolina Miranda Marín,  previo a ofertar sus servicios a la institución, tuvo presentes los requisitos que establece el Manual de Clasificación para ser parte del servicio policial,  por lo que no es razonable que dicha servidora desconociera la naturaleza del cargo y por ende la obligación de someterse al régimen de la disponibilidad.  El Estatuto de Servicio Judicial establece disposiciones concretas y claras sobre este particular,  como seguidamente se citan:
“Artículo 14.- El Departamento de Personal elaborará y mantendrá al día un Manual de Clasificación de Puestos, que contendrá una descripción completa y sucinta, hecha a base de investigación por el mismo Departamento, de las atribuciones, deberes y requisitos mínimos de cada clase de puestos a que se refiere esta ley, con el fin de que sirva como norma para la preparación de pruebas y determinación de salarios”.

“Artículo 18.- Para ingresar al Servicio Judicial se requiere:

[…]
c) Llenar los requisitos que establezca el Manual de Clasificación, para la clase de puesto de que se trate”.   (Estatuto de Servicio Judicial).
Por otra parte, sobre la disponibilidad en general y la posibilidad de excluir a la persona servidora  judicial de dicho régimen,   la Sala  Segunda de la Corte Suprema de Justicia, en la sentencia Nº 864-2015, Expediente 10-000916-0641-LA, señaló lo siguiente:
“En otro orden de ideas, lleva razón el Tribunal al mencionar que la obligación de estar disponible es inherente al cargo que desempeñaba el actor. Este se encuentra compelido a respetar el Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial no siendo posible para este órgano desaplicar la normativa porque se violentaría el principio de inderogabilidad singular del reglamento (artículo 13 de la Ley General de la Administración Pública n° 6727 (Sic)). Si el autor duda de la legitimidad de dicho cuerpo normativo, no es esta la instancia para plantear dichas disconformidades por lo que sus reproches en cuanto a que la norma es violatoria de la ley no son competencia de esta Sala, debiendo el colaborador dirigirse a la vía correspondiente. En otras palabras, es correcto sostener que en razón del Reglamento de marras, el trabajador al aceptar los cargos que ostentó –juez penal y fiscal de la República- aceptó a su vez, laborar cuando fuere requerido fuera de su jornada y horario normal, y por ello cuando eso ocurrió el Estado costarricense pagó conforme está reglado o sea como tiempo extraordinario adicional a la disponibilidad que se cancela sobre el salario base. No puede acogerse la pretensión de excluirlo del régimen de disponibilidad mientras el cargo lo requiera, no habiendo sustento legal para lo solicitado, y ello conduciría a un cambio de las reglas legales bajo las que se hizo el nombramiento del petente. Sobre la falta de interés actual sostenida por el Tribunal, este argumento no es correcto en el sentido de que la defensa de interés actual implica que el ejercicio del derecho ha dejado de ser oportuno. Evidentemente, lo anterior presupone que el derecho efectivamente se ostenta, -lo cual no es el caso de la parte actora en razón de los motivos dados-, por lo que el criterio de la falta de interés no es compartido por esta Sala. En relación a los padecimientos de salud sufridos por el actor, lleva razón el gestionante en cuanto a que no se cuestionó la existencia de los mismos, sin embargo, su presencia no es motivo generador para el pago de daños y perjuicios pues el Estado no ha incurrido en acciones antijurídicas que justifiquen la indemnización reclamada –no hay nexo causal entre el daño y la causa alegada- […]”. (El subrayado no es del original).
Obsérvese cómo la Sala Segunda es clara y señala la inherencia de la disponibilidad al cargo correspondiente, también menciona la obligatoriedad de respetar el Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial, por medio del cual se regula lo concerniente al instituto en estudio, negando toda posibilidad de otorgar ciertas concesiones de exclusión a este régimen, para los servidores o las servidoras judiciales que no quieran ser cubiertos por el mismo sin que medie alguna causa justificable para su suspensión, pues como lo dice la misma Sala Segunda, la Administración no puede desaplicar una norma para casos concretos, porque iría en contra del Principio de la Indegorabilidad Singular  del Reglamento, principio que se desprende de la lectura del artículo 13 de la Ley General de Administración Pública.

IV.- Conclusiones:
De acuerdo con todo lo antes desarrollado, se concluye lo siguiente:

1.- La Administración de Justicia es un servicio público, que como tal debe ser continuo, eficiente, adaptable a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen, y debe brindarse con igualdad de trato a las personas destinatarias (usuarias o beneficiarias), todo esto de conformidad con los Principios del Servicio Público, establecidos en el artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública.

2.-
Del Reglamento de Compensación por Disponibilidad en el Poder Judicial  se extrae que en el Poder Judicial la disponibilidad tiene las siguientes características: a) la servidora o el servidor judicial, en virtud del cargo que ocupa, debe realizar funciones fuera de la jornada laboral o en días inhábiles; b) Es necesario que se mantengan localizables y para ello se requiere, al menos, sus números telefónicos y la dirección de sus domicilios; c) Se establece para la adecuada prestación del servicio público y el cabal cumplimiento de los fines institucionales; d) Su objetivo es contar en cualquier momento con personal técnico y profesional para coadyuvar en la toma de decisiones judiciales urgentes y para que los ciudadanos no vean menoscabados sus derechos; y e) Se reconoce por ello una compensación económica.  (Artículos 1 y 2).
3.-  Por las razones antes señaladas, en el presente caso, la Dirección Jurídica considera que no resulta procedente la solicitud de la señora Carolina Miranda Marín, Investigadora 1 de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Grecia, quien señala que desea renunciar al monto que se le paga por disponibilidad, debido a que se le dificulta el horario.  En consecuencia se recomienda rechazar la gestión.
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Licda. Silvia E. Calvo Solano                             Licda. Karol Monge Molina

Coordinadora a.i.,                                               Sub Directora Jurídica a.i.
Área Análisis Jurídico
Criterio Nº 412-2016
Referencia Nº 142-2016
� “Artículo 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público,  para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y a la igualdad en el trato  de los destinatarios, usuarios o beneficiarios.”  Ley General de la Administración Pública.        





